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1.- VISTOS 

Desata la Sala el recurso de apelación interpuesto por el interno JAVIER DE JESÚS JARAMILLO CASTAÑEDA contra el auto interlocutorio proferido el veintiocho (28) de junio del presente año por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, por medio del cual le aplicó una redención punitiva y le negó la libertad condicional.

2.- PROVIDENCIA 

El señor juez ejecutor de la pena, tuvo en consideración que el recluso había aportado con su petición certificados por mil trescientas cincuenta (1350) horas de estudio cumplidas entre julio de 2006 y junio de 2007 y Actas procedentes del Consejo de Disciplina de la Dirección Carcelaria en las que se calificaba su conducta como buena y ejemplar. En consecuencia, le otorgó una redención de pena de ciento doce (112) días.
En lo atinente con la libertad condicional, se fundamentó en el contenido del artículo 64 del Código Penal para verificar si se cumplían las exigencias allí plasmadas en orden a otorgar el beneficio. Conceptuó que el requisito objetivo se había satisfecho pues al estar privado de la libertad desde el doce (12) de junio de 2006, para ese momento, había descontado doce (12) meses y diecisiete (17) días, cantidad a la que adicionada la redención de otros ciento doce (112) días, totalizaba dieciséis (16) meses y nueve (09) días. Empero, era necesario también mirar la exigencia de índole subjetivo, consistente en observar buena conducta durante el tiempo de reclusión previa valoración de la gravedad de la conducta punible; sin dejar de mencionar lo concerniente al pago de la multa y la indemnización de la víctima si así se había dispuesto en la sentencia.
Para el caso concreto, el interno contaba también con un buen comportamiento intramural y no era necesario analizar los otros aspectos pecuniarios en tanto no se había impuesto condena alguna en el fallo. El reparo del señor juez, lo encontró en el factor gravedad de la conducta, para lo cual previa cita jurisprudencial constitucional volvió sobre las apreciaciones hechas sobre el punto en la primera y segunda instancias de la sentencia condenatoria, sobre las cuales dijo que a pesar del paso del tiempo permanecían incólumes e incluso, al purgarse aflictivamente la libertad no se degradaban por corresponder a aspectos inherentes al comportamiento delictual en sí mismo considerado (naturaleza, modalidad y gravedad) y no al carácter progresivo de nuestro sistema penitenciario cuyo objetivo es preparar al condenado mediante su resocialización para la vida en libertad –artículo 142 de la Ley 65 de 1993- y cuya verificación está dada a través de la educación, la instrucción, el trabajo, la actividad cultural, recreativa y deportiva, así como las relaciones de familia -artículo 143 ibídem-. 
Sostuvo que fue el legislador de 2004 el que quiso que la gravedad de la conducta constituyera requisito para acceder a la libertad condicional, aunado al cumplimiento de las otras exigencias ya relacionadas, tópico en el que también se afinca en precedentes jurisprudenciales tanto de la Corte Constitucional como de la Corte Suprema de Justicia.
Así las cosas, estimó que una conducta de tan enorme gravedad y riesgo para el conglomerado social exigía mayor severidad en su ejecución verdaderamente aflictiva para quien la cometió, pues sus características, naturaleza y modalidad ponen en evidencia una personalidad carente de moralidad, de principios y valores, de falta de respeto con la libertad y pudor sexuales. Por tanto, no constituye ninguna garantía para la sociedad, que se le retorne en libertad condicional a quien así ha delinquido, con positivo pronóstico de no ponerla en peligro o causarle más daño. 
Con esa tesis, negó la libertad condicional pedida.
3.-  RECURSO

El interno, explica en su memorial que cumple con el requisito exigido en el artículo 38 -sic- por cuanto es padre cabeza de hogar de tres menores de tres (03), cinco (05) y nueve (09) años de edad, respectivamente. Su esposa -quien por el cuidado que su prole requiere no puede laborar- y sus hijos, se encuentran bajo el cuidado de la suegra, también madre cabeza de familia por tener un menor de once (11) años, quien al igual que sus descendientes también estudia, lo que reporta bastantes gastos.
Se opone a la posición del juez, en relación con la modalidad del delito, ya que según afirma no se tuvo en cuenta que nunca atentó contra la víctima con ningún arma, ni la golpeó en parte alguna de su cuerpo, sin que pretenda justificar el hecho por el cual se encuentra tras las rejas, ya que sostiene que su comportamiento se debió a su alto estado de alicoramiento. Menciona que si se acogió a la sentencia anticipada fue porque reconoció que cometió un error y debía pagar por ello y continúa sosteniendo que se encuentra muy arrepentido de su proclive actuar que no solamente lo está afectando a él sino a su familia, quienes deben pagar el doble por su error, al punto que sus hijos se han visto afectados sicológicamente por la ausencia de su padre.

Cuestiona la importancia que pueda tener el que se tenga una conducta y comportamientos ejemplares en el penal o preocuparse por participar en actividades como el estudio en aras de superarse como persona y poder salir resocializado ante la sociedad, con nuevas ideas, metas, formas de pensar en pro de la familia, la nación y la sociedad en general, si al momento de pedir un beneficio todo esto no se tiene en cuanta por parte de los respetados jueces.
4.-  motivación
Se tiene competencia funcional para desatar la apelación interpuesta en contra del auto interlocutorio proferido por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 34.6 de la Ley 906 de 2004.

Al margen de las alegaciones presentadas por el interno apelante, en cuanto refiere que es persona cabeza de familia y las condiciones en las que se encuentra su núcleo familiar, así como la alusión al artículo 38 del Código Penal, intrascendente en este evento, dado que lo que está en entredicho no es la prisión domiciliaria -casa por cárcel- sino la libertad condicional, regida por otros parámetros muy diferentes; lo que encuentra el Tribunal es que el disenso del sentenciado con la decisión proferida, se refiere a las nuevas exigencias contempladas en la ley penal con motivo de la implementación del sistema fundado en el principio acusatorio, para el caso de la libertad condicional, en particular, la valoración de la gravedad de las conductas cometidas, elemento que no existía en las codificaciones anteriores y que precisamente fue el sustento utilizado por el juez para negar la libertad pedida. 

Sobre este nuevo condicionamiento que fue introducido en la norma contemplada en el artículo 64 del Código Penal a través del artículo 5º de la Ley 890 de 2004, debe decirse que tiene su razón de ser en el sistema de pesos y contrapesos diseñado en el estatuto que actualmente impera en nuestro distrito judicial, el cual propugna por la participación del imputado o acusado en la definición de su situación procesal, ofreciéndosele la oportunidad de aceptar los cargos que se le imputan a cambio de una sustancial rebaja en la pena que se impone, como fue precisamente lo acaecido en el presente evento. De otra parte, busca que frente a conductas graves la sanción no se torne en una simple formalidad y antes bien, se materialicen los fines que la orientan en cuanto a la prevención general y especial, resocialización del delincuente y retribución justa. 

En conclusión, el proceso penal actual privilegia en extremo el derecho a la libertad en el período de investigación y juzgamiento, pero, una vez vencido en juicio el acusado y quebrada la presunción de inocencia, la regla debe ser el cumplimiento total de la sanción intramural para aquellos casos en los cuales la sociedad requiere que se hagan efectivos los fines que le son propios, previa valoración que hace el Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de la gravedad de la conducta y del comportamiento desplegado por el interno durante su detención intramural.
Infortunadamente, de los casos conocidos por vía de apelación y aun a través de acciones de tutela, la Sala ha observado que prácticamente se está creando una subregla de interpretación de la norma contenida en el artículo 64 del Código Penal, según la cual, quien no accedió al subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena, tampoco puede disfrutar de la libertad condicional y por consiguiente, dado que su conducta fue grave, debe purgar en el centro de reclusión la totalidad de la pena. Una interpretación así surtida, no resulta apropiada en el entendido que el tratamiento penitenciario está basado en una política premial de tal manera que un comportamiento adecuado dentro del reclusorio debe tener unas consecuencias positivas para el sentenciado así como en algunos casos, uno negativo también debe conllevar la no concesión de ciertas prebendas. 
Esta posición ya ha sido sostenida con anterioridad por el Tribunal cuando se ha opuesto a que por el hecho de que un sentenciado haya cometido un error en el decurso del cumplimiento de su condena o en un anterior beneficio de prisión domiciliaria, signifique que automáticamente deba permanecer en reclusión todo el tiempo que le fue impuesto, habida consideración que al desestimularse el comportamiento positivo que se puede adoptar luego de presentado el yerro, se puede incidir indebidamente en la forma en que un interno valore su propio proceso de resocialización y puede generar que ante la expectativa de haberlo perdido todo, asuma una conducta de rebeldía dentro del penal, con mayor razón en el cumplimiento de las penas de mayor duración.

De igual modo, el legislador no buscó terminar con el beneficio de la libertad condicional, sino que simplemente hizo más severos los requisitos para su concesión, al imponer el pago de la multa impuesta, la satisfacción de la indemnización a las víctimas y la valoración de la gravedad de la conducta, la cual en criterio de la Corte Constitucional debe también involucrar la posición asumida por el interno en su proceso de resocialización, tal como se advierte del siguiente extracto, tomado precisamente de la sentencia C-194 de 2005, ya tenida en cuenta por el señor Juez a quo y que al parecer pasó desapercibida para el señor Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad en el obligado análisis que debió realizar. De la jurisprudencia en cita se extrae la obligación de valorar el comportamiento demostrado por el interno dentro del penal. Veamos el texto omitido:
Tal como ya se explicó, en este punto la Corte entiende que el Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad no cumple un mero papel de verificador matemático de las condiciones necesarias para conceder el beneficio de la libertad condicional. Tal vez ello ocurra con los requisitos objetivos para conceder tal beneficio –el cumplimiento de las dos terceras partes de la condena y el pago de la multa, más la reparación a la víctima- pero, en tratándose de los requisitos subjetivos (confesiones; aceptación de los cargos; reparación del daño; contribución con la justicia; dedicación a la enseñanza, trabajo o estudio; trabas a la investigación; indolencia ante el perjuicio; intentos de fuga; ocio injustificado; comisión de otros delitos, etc
), dicha potestad es claramente valorativa. Ello significa que es el juicio del Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad el que determina, en últimas, si el condenado tiene derecho a la libertad condicional.

“…”

En segundo término, los motivos y razones aducidos por el juez en la providencia deben estar plenamente probados. El hecho de que el cumplimiento o incumplimiento de las exigencias requeridas para conceder el subrogado penal deban estar demostradas es garantía de que el Juez de Ejecución de Penas ha valorado realmente el comportamiento penitenciario del condenado, a partir de lo cual ha decidido que éste merece continuar en custodia o disfrutar responsablemente de su libertad. 

Finalmente, esta Corte considera que el análisis de los motivos que conducen a negar o a conceder la libertad provisional debe hacerse en consonancia con las condiciones particulares del reo, de manera que la medida, en su caso, cumpla con el requisito de la razonabilidad. Así las cosas, para poner un ejemplo, si el centro de reclusión en el que se encuentra privado de la libertad no ofrece oportunidades de trabajo, no permite el desarrollo de un oficio o una actividad productiva, no podrá negarse el beneficio de la libertad condicional con el argumento de que el condenado ha dedicado su tiempo de reclusión al ocio. En estos términos la Corte pretende enfatizar la necesidad de que la privación efectiva de la libertad únicamente ocurra cuando existan motivos realmente determinantes para negar el subrogado penal. –negrillas de la Sala para destacar-

El caso concreto

En lo que hace con el presente evento, miradas con detenimiento las particularidades del ilícito por el cual fue condenado el ahora interno, observa la Sala que sin mayores ambages se intentó inicialmente agredir a dos damas, una de las cuales logró huir de las manos del agresor, mientras la otra fue objeto de los tocamientos libidinosos y la violencia física ejercida contra su humanidad por parte del sentenciado JAVIER DE JESÚS JARAMILLO CASTAÑEDA. Empero, esa conducta reprochable ya fue objeto de la condigna sanción materializada en la efectiva privación de la libertad, en cuyo cumplimiento se ha observado un notable esfuerzo del sentenciado por demostrar un excelente comportamiento dentro del establecimiento como lo certifican las autoridades carcelarias –nótese que ha recibido calificaciones de bueno y ejemplar-, adelantando también actividades académicas por un buen tiempo.
Si se tiene en cuenta que se trata de una persona joven, delincuente primario, que actuó bajo el influjo de bebidas embriagantes, que asegura estar arrepentido de su actuar, y sin que se pueda ignorar la enorme importancia que en su proceso de readaptación a la vida en comunidad contiene el componente psicológico que su proceso demuestra, en especial, en lo que concierne con la aceptación de la comisión del delito, de lo erróneo de su proceder y la voluntad manifestada de no volver a incurrir en este tipo de ilícitos, para tener la posibilidad de retornar al seno del hogar; el Tribunal estima que el camino está allanado para que se sigan los derroteros trazados por la Corte Constitucional para casos de esta índole y se proceda por parte de la Sala a brindarle la oportunidad de acabar de cumplir la sentencia impuesta en forma extramural.
En esas condiciones, el Tribunal se aleja en esta oportunidad de lo decidido por el señor Juez de primer grado, y concluye que el interno es persona elegible para hacer uso de la libertad condicional, máxime que de la providencia apelada sobresale una argumentación genérica acerca de la gravedad de la conducta -causal elegida para negar el beneficio-, que podría valer para cualquier tipo de ilicitud, pues en principio todo comportamiento humano que acarrea una sanción aflictiva de la libertad por parte del Estado es de por sí grave en atención al daño que ocasiona a la comunidad. Por ese motivo, se esperaba del funcionario judicial un análisis ponderado al caso concreto para dejar en claro qué circunstancias especiales permitían endilgarle esa connotación al hecho que se juzga, con el fin de permitir que la parte inconforme pudiera hacer una adecuada oposición a través de los recursos.

Así las cosas y en vista de las precarias condiciones económicas a las que alude el interno, no se le impondrá caución prendaria y en lugar suscribirá el acta de compromiso al que se refiere el artículo 65 del Código Penal. El sentenciado quedará en período de prueba por el mismo lapso que le resta por descontar de la pena impuesta.
5.- DECISIÓN  

El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal,  REVOCA el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, que fue objeto de alzada y en consecuencia, CONCEDE al señor JAVIER DE JESÚS JARAMILLO CASTAÑEDA la libertad condicional. Hágase suscribir el acta compromisoria respectiva. El sentenciado estará en período de prueba, durante un lapso igual al que le falta para el cumplimiento de la pena.
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